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RECURSO DE APELACIÓN 57/2020/SS
JUICIO CONTENCIOSO 1195/2019/3
ACTORA Y RECURRENTE: 

*********
DEMANDADA:

SECRETARIO DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES  Y ÁNGEL DEJESÚS GONZÁLEZ CASTILLO QUIEN SE OSTENTÓ COMO INSPECTOR.
MAGISTRADO: 

JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA
SECRETARIA: 

ADRIANA JUÁREZ CACHO Y ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, acuerdo de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, correspondiente a la determinación unitaria de quince de junio de dos mil veintiuno.
V I S T O S, para resolver los autos del toca 57/2020/SS formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el cinco de noviembre de dos mil veinte, por ********* representante legal de *********, en contra de la sentencia de once de agosto de dos mil veinte, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal, al resolver el juicio contencioso administrativo estatal número 1195/2019/3.
R E S U L T A N D O

I. Por escrito presentado ante la Oficialía de Partes de este Tribunal el ocho de noviembre de dos mil diecinueve, ********* representante legal de *********, demandó la nulidad de los siguientes actos administrativos:

 “IV. RESOLUCIÓN O ACTO QUE SE IMPUGNA: Reclamo la emisión y aplicación en mi prejuicio (sic) de la ACTA DE RETIRO DE VEHÍCULO NO CONCESIONARIO / NO PERMISIONARIO con folio 01481 y las consecuencias que este acto generó que fue el retiro de mi vehículo ilegalmente”
II. Previo requerimiento,  mediante acuerdo de cinco de diciembre de dos mil diecinueve, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal hizo efectivo el apercibimiento realizado en proveído de doce de noviembre de dos mil diecinueve y admitió a trámite la demanda de referencia en la que sólo se concretaría al estudio de la sanción impuesta, sin poder analizar los actos preliminares como el acta de retiro del vehículo no concesionario / no permisionario folio 01481, porque ese acto sólo pueden controvertirlo quienes cuentan con interés jurídico; así ordenó emplazar a la autoridad demandada para que produjeran su contestación a la demanda, carga procesal cumplida en tiempo y forma (fojas 86 a 103 del expediente contencioso) refiriéndose a los hechos de la misma, a los conceptos de derecho, ofrecieron pruebas y plantearon causales de improcedencia del juicio.
III. Seguido el juicio en todas sus fases, el dieciocho de febrero de dos mil veinte se llevó a cabo la audiencia de ley en el juicio de que se trata, en el que se admitieron y desahogaron las pruebas ofrecidas por las partes, y el once de agosto de dos mil veinte se procedió a emitir la sentencia con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Conforme a las consideraciones legales expuestas en el considerando sexto de esta resolución, se decreta la LEGALIDAD Y VALIDEZ de la sanción por la cantidad de $25,347.00 pesos, según se advierte del recibo de entero con número de folio 14-14122240, emitido por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Estado.
TERCERO.- Con copia certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.” 
IV. La sentencia descrita en el punto que antecede fue notificada a las partes actora y demandada el catorce y veinticuatro de agosto  de dos mil veinte (fojas 144 y 145), tal y como consta en el cuaderno en copia certificada de los autos del juicio contencioso administrativo estatal.

V. El catorce de septiembre de dos mil veinte se recibió el recurso de apelación promovido por la parte demandada, de conformidad con lo previsto en el artículo 152 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; por acuerdo de nueve de noviembre de dos mil veinte se admitió a trámite y se ordenó notificar a la parte demandada y al tercero interesado para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere, vista que no fue desahogada.

VI. Por acuerdo de veintidós de febrero de dos mil veintiuno y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado, se citó para resolver el presente recurso de apelación.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. A la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7 fracción V, 9 fracción II, 23 fracciones IV y V  de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y 152 último párrafo, todos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; dado que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.
SEGUNDO. Existencia del acto recurrido. Es cierto y se acredita con el informe rendido por el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria de este  Tribunal, y los autos en copia certificada del juicio contencioso administrativo estatal 1195/2019/3, en los cuales obra glosada la sentencia que lo constituye.
TERCERO. Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de la parte actora en el juicio contencioso administrativo estatal 1195/2019/3, ********* representante legal de *********,  cuya resolución es el acto recurrido, en términos del artículo 152, primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia recurrida fue notificada a la actora el (lunes) veinticuatro de agosto de  dos mil veinte (según se advierte en la foja 145 del juicio contencioso), por lo que en términos del artículo 40 del mismo Código dicha notificación surtió efectos el (miércoles) veintiséis de agosto del mismo año
; de manera que el plazo de interposición transcurrió del (jueves) veintisiete de agosto al (viernes) dieciocho de septiembre de dos mil veinte; al descontar para tal efecto los días (sábado) veintinueve y (domingo) treinta de agosto; así como  (sábado) cinco, (domingo) seis, (sábado) doce, (domingo) trece, (martes) quince y (miércoles) dieciséis de septiembre del año dos mil veinte, por ser inhábiles de conformidad con los artículo 15 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por lo que si el recurso de apelación se presentó el (lunes) catorce de septiembre de dos mil veinte, se efectuó con la oportunidad debida.

QUINTO. Análisis de procedencia. Antes de entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la recurrente en apelación, se analizará si el cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido.

Cabe señalar que en el capítulo respectivo del recurso de apelación la demandada, ahora recurrente, no manifestó ningún razonamiento de procedencia.

A consideración de esta Sala Superior el recurso de apelación es improcedente, toda vez que en el caso no se actualiza ninguno de los supuestos que establece el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que a la letra establece:

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

El artículo 152 supra citado prevé la existencia de este medio de defensa otorgado tanto a particulares como a las autoridades administrativas, cuya procedencia, dada su naturaleza extraordinaria y casuística, se sujeta  sólo a los casos que los legisladores establecieron.

Esto es, el legislador ordinario previó las hipótesis de procedencia para restringir su uso indebido, de otra forma se permitiría a las partes impugnar todos y cada uno de los actos procesales que consideren adversos a sus intereses, incluso con el mero propósito de dilatar la resolución del conflicto.

Así, del análisis del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en su artículo del 152 demuestra que los requisitos de procedencia del recurso llevan implícita la naturaleza jurídica excepcional de ese medio de defensa, si se considera que en todos ellos coincide que se trata de casos fuera de lo común en lo que no existe un criterio ya discutido, cuya resolución debe considerarse importante y trascendente para el orden jurídico nacional; importante, por su naturaleza excepcional, singular, inexplorada, contradictoria, complicada, sin precedentes, o por su dimensión social o política o por su monto; y trascendente, por la consecuencia del caso, porque la resolución que ellos se pronuncie podrá tener como efecto resultados de índole grave; además de la afectación del interés fiscal o el patrimonio del Estado; la interpretación de leyes y reglamentos; la determinación del alcance de las contribuciones; o en los casos diversos a los mencionados, aquellos cuyas características también sean excepcionales y de consecuencias más allá del asunto resuelto.

En el caso, no existe cuantía a valorar en el asunto, por lo que no se está en el supuesto de procedencia de la fracción I del artículo comentado.

Por otra parte, el recurrente no razonó el supuesto de importancia y trascendencia que establece la fracción II del artículo 152 del Código Procesal de ahí que tampoco quede actualizada tal hipótesis de procedencia.

Tampoco se trata de un asunto dictado por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales o sus organismos descentralizados en ingresos; ni derivado de una reclamación prevista en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí, por lo que no se está en los supuestos de la fracción III  y IV del artículo 152 del Código Procesal de la materia.
En consecuencia, al no encuadrarse ningún supuesto de procedencia en el caso, corresponde desechar la apelación intentada.

No es obstáculo a lo resuelto que mediante auto de nueve de noviembre de dos mil veinte (foja 5 del toca), se haya tenido por interpuesto el recurso, pues este tipo de proveídos no causan estado por ser determinaciones de mera substanciación derivadas de un examen preliminar del asunto; este supuesto no vulnera los derechos de las partes, pues como lo ha sostenido la tesis jurisprudencial que enseguida se transcribe, no se infringe el derecho al acceso a la justicia, pues la improcedencia que se decreta no se conoce de manera indubitable o de forma manifiesta, sino que es necesario un análisis posterior de las diferentes normas aplicables a la hipótesis planteada en el caso concreto; esto es, que no se vulnera el artículo 17 constitucional, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta administración de la justicia, como es la carga procesal para el justiciable de presentar el recurso efectivo ante la autoridad competente y de dar la oportunidad a su contraria parte de defender sus argumentaciones.
Ilustra lo anterior la tesis jurisprudencial anunciada número 2a./J. 222/2007, con registro 170598, de la Novena Época, Segunda Sala dela Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXVI, de diciembre de dos mil siete, página 216, de rubro y texto que sigue:

“REVISIÓN EN AMPARO. LA ADMISIÓN DEL RECURSO NO CAUSA ESTADO.- La admisión del recurso de revisión por parte del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o del de una de sus Salas es una determinación que por su naturaleza no causa estado, al ser producto de un examen preliminar del asunto, correspondiendo en todo caso al órgano colegiado el estudio definitivo sobre su procedencia; por tanto, si con posterioridad advierte que el recurso interpuesto es improcedente, debe desecharlo”.

Complementando el anterior argumento debe agregarse una última consideración en el sentido de que esta instancia no se cerró con un desechamiento de plano al recibir el escrito de apelación, porque la causal de improcedencia que aquí se explica y plantea, no resultaba ni aparecía evidente y notoria como para haber obrado entonces de manera sumaria. Luego entonces, haber admitido a trámite la apelación permitió a esta Sala juzgadora hacer el examen de la procedencia con el detenimiento que merecen  asuntos sobre la forma y el procedimiento para resolver cuestiones atinentes a la materia de retiro de vehículos por parte de autoridades de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, aplicado a contrario sensu, se resuelve:

PRIMERO. Es improcedente el recurso de apelación intentado, en consecuencia; 

SEGUNDO. Queda firme la sentencia recurrida, por los motivos expuestos en el último considerando de la presente resolución; 

TERCERO. Notifíquese, con testimonio de esta resolución, remítanse los autos a la Sala de su origen; háganse las anotaciones correspondientes y en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido; con apoyo en lo dispuesto por el artículo 16 fracción IV del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la auxiliar jurisdiccional licenciada  Yun Sen Fiscal Wong para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado de Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con la Secretaria General de Acuerdos Laura del Castillo Martínez, que autoriza y da fe.- 
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativas que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”.
� El martes veinticinco de agosto de dos mil veinte fue inhábil al celebrarse el día de San Luis Rey.
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